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El presente estudio denominado “La aplicación del principio de celeridad procesal 
en los juzgados civiles del distrito de Sullana, periodo 2018-2019” estableció como 
objetivo determinar los factores que influyen en la inobservancia de la aplicación 
del principio de celeridad procesal, ya que en la entidad mencionada no evidencia 
agilidad en el desarrollo procesal. 
El tipo y diseño de investigación fueron no experimental, aplicativo y descriptivo, en 
cuanto a la población se trabajó con una muestra censal, esto es 15 abogados 
civilistas de los estudios jurídicos ubicados en el centro del distrito de Sullana, así 
mismo se empleó el cuestionario como instrumento para la recolección de 
información. 
De los resultados obtenidos, el 93% equivalente a 14 abogados civilistas afirmaron, 
estar de acuerdo que no se observa el principio de celeridad procesal en los 
juzgados civiles del distrito de Sullana, debido a factores que influyen en la 
inobservancia de la aplicación de este principio. 
Se concluye que los factores que limitan la celeridad procesal en la administración 
de justicia son; la falta de personal capacitado, una deficiente organización de 
despacho judicial, la falta de capacitación jurídica de los magistrados, la excesiva 
carga procesal, incumplimientos de plazos legales y suspensión de actos 
procesales.  
Palabras claves: Principio de celeridad procesal, Principio de Economía Procesal, 











The present study called "The application of the principle of procedural speed in the 
civil courts of the Sullana district, period 2018-2019" established as objective to 
determine the factors that influence the non-observance of the application of the 
principle of procedural speed, since in the mentioned entity it doesn't show agility in 
the procedural development. 
The type and design of the research were non-experimental, applicative and 
descriptive. As for the population, a census sample was used, that is, 15 civil lawyers 
from the legal studies located in the center of the Sullana district, the questionnaire 
was also used. as an instrument for collecting information. 
Of the results obtained, 93% equivalent to 14 civil lawyers affirmed that they agree 
that the principle of procedural speed is not observed in the civil courts of the Sullana 
district, due to factors that influence the non-observance of the application of this 
principle.  
It is concluded that the factors that limit procedural speed in the administration of 
justice are; the lack of trained personnel, a poor organization of judicial office, the 
lack of legal training for magistrates, the excessive procedural burden, non-
compliance with legal deadlines and suspension of procedural acts. 
Keywords: Principle of procedural speed, Principle of Judicial Economy, 









En los últimos quince años, los órganos de justicia del mundo han experimentado 
modificaciones para lograr una mejor administración de justicia. Pero cabe destacar 
que la mayor parte de esa búsqueda de cambio estuvo inspirada en brindar una 
mayor celeridad y ahorro de tiempo a los trámites procesales, para así desarrollar 
la transparencia de actividades judiciales y mejorar el acceso a la justicia, puesto 
que existe la inobservancia a los principios de celeridad procesal y economía 
procesal en los actos judiciales. Además, una de las preocupaciones de los países 
latinoamericanos, es la demora de los procesos y que estos mismos sean resueltos 
en un tiempo razonable.  
En la actualidad la aplicación de estos principios no se verifica, en la actividad 
procesal, ya sea a nivel internacional como nacional. Un claro ejemplo de ello, es 
el estado de Bolivia, la cual se registró según el informe de gestión del órgano de 
Justicia en Cochabamba, en el año 2018 un incrementó de 2.960 de casos 
pendientes, existiendo así una congestión que limita la celeridad de los casos, 
generando elevados costos, debido al reporte de un alto índice de sobre carga 
procesal en potestad del ejercicio de este tribunal de justicia (Caero, 2018). 
El Perú tampoco es la excepción ya que cuenta con un sistema de justicia lento, 
aun con la existencia de principios plasmados en el Título Preliminar del Código 
Procesal Civil, para evitar una mala administración de jurisdicción. Aunque la 
normativa peruana no da una definición para cada principio, si nos describe en el 
cuarto párrafo del art. V, que se debe realizar con diligencia la actividad procesal 
cumpliendo con los plazos establecidos, y menciona que el juez debe tomar 
medidas necesarias, con ayuda de los auxiliares de justicia, para la pronta y eficaz 
solución del caso concreto, como menciona el párrafo, esto se relaciona de alguna 
manera con el plazo razonable, para que así se cumpla con el debido sin 
dilataciones o demora de los actos procesales.  
Según el Boletín Estadístico Institucional N°02 del 2019 precisa que el Poder 
Judicial registró en sus Juzgados Especializados en lo Civil, una suma total de 
135,839 procesos en trámite durante el periodo del 2018-2019, presentando la 
mayor tasa de congestión con un valor de 3.03%. Es claro que, según los datos 
estadísticos mencionados, vulneran de cierta forma el principio de celeridad 
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procesal, el mismo que está referido a la conducta del proceso, obtenido por las 
normas sancionadoras e impeditivas de la dilatación innecesaria y permite 
mediante instrumentos que el proceso avance (Monroy, 1996). 
Por otra parte, en el poder judicial del distrito de Sullana, no se refleja la aplicación 
de los principios regulados en el ordenamiento jurídico vigente. Para tener clara la 
situación crítica que se encuentra el primer y segundo del despacho civil, según la 
Resolución Administrativa N°12 del año 2018 expuesta por la Corte Superior de 
Justicia en Sullana, describe en dicho periodo que se registraron en el primer y 
segundo juzgados civiles un promedio de 1,246 expedientes, a ello considerando 
que la cantidad máxima para un juzgado civil es 680 expedientes anuales, 
evidencia que hay una sobre carga procesal que en el año 2019 asciende hasta 
1,316  expedientes.  
Por ende, es clara la afectación a los principios procesales establecido en el artículo 
V del título preliminar del Código Procesal Civil, ya que pueden existir indicadores 
de ciertos factores que limitan una buena celeridad y economía procesal en la 
tramitación judicial. Es importante señalar que cuando una demanda ingresa a los 
juzgados civiles de Sullana, se debe considerar la existencia de los principios 
mencionados, los mismos que son necesarios para ejecutar la tutela jurisdiccional 
efectiva y también el juez los pueda aplicar de manera efectiva en los diferentes 
tipos de proceso. 
La formulación del problema verso en la siguiente pregunta ¿Cuáles son los 
factores que influyen en la inobservancia de la aplicación del Principio de Celeridad 
Procesal en los Juzgados Civiles del Distrito de Sullana, periodo 2018-2019? 
Este trabajo de investigación se justifica de manera teórica, presentando un marco 
teórico, la cual se aborda un registro de definiciones, alcances normativos, 
jurisprudenciales de los principios de celeridad procesal y economía procesal, con 
la finalidad de buscar la paz social en justicia. Además, se resalta lo dispuesto por 
Arias (2016) que comenta la finalidad de los principios ya especificados, pues se 
trata de directrices plasmadas tanto en la constitución peruana y en el ordenamiento 
jurídico, para su efectiva aplicación en los tribunales de justicia. 
3 
 
También consta con una justificación metodológica permitirá orientar el camino de 
futuros trabajos de investigación sobre la debida aplicación del principio de 
celeridad procesal, por motivo que esta investigación se hizo mediante el uso de la 
estadística, además se aplicó el cuestionario como instrumento para recolectar 
información, en 15 abogados civilistas de estudios jurídicos ubicados en el centro 
del distrito de Sullana, con el fin de obtener información siendo ellos más cercanos 
a los casos prácticos y reales de la inobservancia del principio de celeridad. 
Así mismo esta investigación contribuirá en la práctica, ya que, si se determinan los 
factores que no permiten aplicar celeridad procesal y economía procesal en los 
órganos de justicia civil de Sullana, por consiguiente, se evidencia la problemática 
de la entidad mencionada, haciendo que el Estado tenga en cuenta en otorgar 
medidas de solución. En ese sentido al identificar estos factores ayudara a mejorar 
la imagen del juzgado civil del distrito de Sullana, estableciéndose como ente de 
justicia que garantiza los derechos de los justiciables sin desperdicio de tiempo y 
dinero, generando una mayor confianza y seguridad jurídica en la sociedad. 
Como objetivo general de investigación fue: determinar los factores que influyen 
en la inobservancia de la aplicación del principio de celeridad procesal en los 
juzgados civiles del distrito de Sullana, periodo 2018-2019. Así mismo como 
objetivos específicos:  
-Caracterizar la dinámica funcional en los juzgados civiles de Sullana. 
-Analizar doctrinaria y jurisprudencialmente el contenido de los principios de 
celeridad procesal y economía procesal. 
-Valorar a la carga procesal y suspensión de actos procesales como factores que 
más influyen en la inobservancia de la aplicación efectiva de los principios de 
celeridad procesal y de economía procesal. 
Finalmente se planteó como hipótesis, si se determina la carga procesal y  
suspensión actos procesales como los factores más influyentes, entonces se 
contribuirá a que se incremente la celeridad de los procesos, resolviéndose dentro 
de un plazo razonable, en observancia de la aplicación del principio de economía 
procesal en los juzgados civiles del distrito de Sullana.  
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II. MARCO TEÓRICO 
Como antecedentes que aportan a este trabajo de investigación se tiene los 
siguientes: 
En lo nacional, al investigador Martínez (2017) en su tesis elaborada en Lima 
titulada “La Economía Procesal en las demandas de alimentos en el distrito judicial 
del callao del 2014 al 2016”. Determino que si se debe observar el principio de 
celeridad procesal y  economía procesal en los casos de alimentos, porque los 
juzgados de paz letrado del callao carece de aplicar lo señalado en la normativa, 
vulnerando también la protección del principio del interés superior del niño , por otra 
parte el enfoque de su investigación fue cualitativo y la información fue recolectada 
mediante el análisis documental, ficha bibliográfica, entrevista, encuesta y utilizo el 
instrumento del cuestionario.  
Así se tiene también a Contaver (2018) en su tesis presentada en la cuidad de 
Huánuco denominada: “El retraso de los procesos civiles genera perjuicio a los 
justiciables en el juzgado de Aucayacu-2016”, determino que los factores que 
origina el retraso de los procesos civiles son la falta de cumplimiento de los plazos 
legales, la carga procesal que hace que los juzgados no se abastecen lo suficiente, 
generando daños y perjuicios a los justiciables. Además el diseño de su tesis fue 
no experimental, con un tipo de estudio aplicada y enfoque cuantitativo, empleo la 
encuesta, entrevista y análisis documental para la recolección de datos junto con 
los instrumentos: cuestionario, guía de entrevista y fichas de resumen 
bibliográficas.  
Así mismo, al investigador peruano Arias (2016) en su tesis elaborado en la ciudad 
de Puno titulada: “La inobservancia de los plazos legales y del principio de celeridad 
procesal en los procesos judiciales tramitados en los juzgados mixtos del distrito de 
puno, en los años 2014-2015”. Refiere que los jueces y secretarios de los Juzgados 
Mixtos de Puno, no emiten las resoluciones judiciales a su cargo en el plazo 
legalmente establecido, lo que determina que son ineficientes en el cumplimiento 
de su deber puesto que no aplican el principio de celeridad. El investigador uso un 
enfoque cuantitativa-cualitativa, empleando el método jurídico – social, así mismo 
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recolecto información a través de la ficha de observación, mediación por escala de 
eficiencia y tés de conocimiento.  
En lo Internacional al investigador destacado Albán (2015) en su trabajo de 
investigación elaborada en Ecuador denominada “El juzgamiento de familia, mujer, 
niñez y adolescencia y las audiencias fallidas ante los principios de celeridad y 
economía procesal” determino  que los funcionarios no aplican el principio de 
celeridad en sus respectivos juzgados, puesto que no cumplen con lo dispuesto en 
su constitución, dejando sin sanción a las personas que realizan las audiencias 
fallidas, el autor  aplico un tipo de investigación explicativo, con el método inductivo, 
y así mismo manipulo la encuesta para recolectar información con ayuda del 
cuestionario como instrumento.  
Así como,  a los investigados Jarama, Vázquez y Duran (2017) que presentaron en 
la cuidad de Ecuador el artículo científico titulada: “El principio de celeridad en el 
código orgánico de procesos, consecuencias en la audiencia” concluye que la 
celeridad procesal como norma constitucional debe ser efectuada por los órganos 
jurisdiccionales en todas las diligencias, las mismas que deben evacuarse en una 
contienda judicial de manera rápida y eficaz puesto que guarda estrecha relación 
con el de economía procesal, además el enfoque que utilizo fue el cualitativo a 
través del método analítico, utilizando la revisión documental para recoger 
información.  
Por último se contó con Quintero (2015) en su trabajo de investigación en Bogotá 
titulada: “La aplicación de los principios de celeridad y debido proceso, en los 
procesos de cobro coactivo en Colombia; un análisis desde su naturaleza y la 
normatividad vigente. 2006-2015” concluye que el principio de celeridad será una 
guía para todos los poderes públicos y cumple un papel necesario en las 
actuaciones administrativas, ya que esta expresado en el texto constitucional, como 
uno de los principios rectores de la administración pública. El investigador Utilizó 
diseño no experimental empleando el método analítico, como instrumento para la 
recolección de datos, utilizo el registro en fichas jurisprudenciales y técnica el 
análisis documental.  
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En cuanto antecedente local se tiene al investigador Oliva (2012) en su tesis 
realizada en la cuidad de Piura y titulada: “celeridad procesal vs plazo razonable: 
¿es viable constitucionalizar el principio de celeridad procesal?” Llegó a la 
conclusión que el principio de celeridad procesal se debe constitucionalizar porque 
existe mecanismos suficientes encontrados en la constitución política, además la 
vulneración del principio de celeridad y plazo razonable son debido al exceso de 
formalismo, personal insuficiente, gran volúmenes de expedientes en trámite, el no 
cumplimiento de funciones de los magistrados y de la conducta del abogado 
litigante, además el método que aplico  fue el socio-jurídico, para recolectar 
información utilizó como instrumento y técnica los siguientes: la guía de 
observación y la entrevista.  
Respecto a las teorías relacionadas al tema, se debe comenzar hablar de manera 
precisa sobre el proceso civil, que para Escudero (2015) se define como conjunto 
de actuaciones planteadas en sede jurisdiccional a través de pretensiones de las 
partes, siguiendo un cauce procedimental determinado, cuyo conocimiento y 
resolución está atribuido a los órganos jurisdiccionales del orden civil. Así mismo 
Chiovenda (2002) por su parte, lo conceptualiza como aquel grupo de actos 
coordinados, para la finalidad de la actuación de la voluntad concreta de la ley y 
órganos de la jurisdicción ordinaria. 
Se tiene en cuenta también la tutela jurisdiccional efectiva, regulada en el artículo 
139, inc. 3° de la carta magna de 1993 y en el artículo I del título preliminar del 
código procesal civil peruano. Para Sánchez (2007) explica que esta figura jurídica 
es un derecho sustancial de toda persona natural o jurídica al momento de acceder 
al órgano jurisdiccional, para que imparta justicia brindando las debidas garantías 
y protección de los mismos, quienes solicitan la intervención del tribunal de justicia 
con el objetivo de resolver la disidencia jurídica. 
Otro tema que se debe precisar, es el debido proceso que según Bustamante, 
Chamorro, Marinoni y Priori (2009) relata que hace un tiempo surgía la pregunta; si 
este se incluía en la tutela jurisdiccional efectiva, sin embargo se afirmó que el 
primero forma parte esencial del segundo, puesto que es imposible decir que hay 
tutela cuando no se llevó un proceso debido. Para Salmón y Blanco (2012) lo narra 
como la agrupación de condiciones que se observa en las etapas procesales, y 
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también en todo el proceso de cualquier tipo, además es pre requisito importante 
para proteger cualquier otro derecho.  
A opinión de Sánchez (2018) esta figura es la regulación jurídica que, de manera 
previa, limita los poderes del Estado y establece garantías de protección a los 
derechos de las personas, de tal modo ninguna actuación de autoridad 
jurisdiccional dependa de su propio arbitrio, sino que se halla sometida al 
procedimiento señalado en la ley. 
En relación a los principios procesales, son llamados guías de carácter general 
escogidos por la ciencia del derecho, permitiendo al magistrado absolver las 
pretensiones con ayuda de ellas, otorgándole el deber ser del proceso. También 
son entendidos como pautas que orientan al proceso y decisión del juez, 
sometiéndose según las necesidades o intereses sociales al momento de su 
aplicación, porque ayudan para especificar y exponer lo propio del proceso (Reyes, 
2012). 
El Ordenamiento Jurídico Civil admite los siguientes principios regulados y 
establecidos en el título preliminar: Principio de dirección e impulso del proceso que 
para  Barrientos (2017) comprende que el juez como representante del órgano de 
jurisdicción tiene el poder para hacer efectivo el derecho objetivo vigente, y en 
cuanto al principio del impulso del proceso es aquella que permite la aptitud del 
regulador para llevar autónomamente el proceso. 
Respecto al Principio de Iniciativa de Parte, Monroy (2007) difiere que quien solicita 
tutela jurisdiccional es una persona diferente al juez, permitiendo poner en 
conocimiento sobre los sucesos de la causa, y el principio de conducta procesal el 
mismo autor acota que regula el comportamiento de las partes del proceso, 
sancionando en caso de vulnerarlo. Por otro lado, Barrientos (2017) en relación al 
Principio de Inmediación establece que permite al regulador a que tenga contacto 
directo con alegaciones de las partes procesales y aportaciones aprobatorias para 
conocimientos del juez de todo el proceso. Ahora para Torres (2019) alego en 
cuanto al Principio de Concentración, que este apunta a la abreviación de actos 
procesales y evadir divisiones en dichas diligencias procesales. 
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Según Ticona (1998) el Principio de Socialización del proceso, consiste que los 
sujetos procesales tengan un similar trato en el proceso y se encuentren en iguales 
circunstancias procesales. Referente al Principio de gratuidad, Gozaíni (2017) 
comenta que el estado de manera gratuita conceda la prestación jurisdiccional sin 
generar daño a quien obra de buena fe. De igual manera el mismo autor refiere 
sobre el Principio de Vinculación y Formalidad, que la actividad judicial consta como 
función pública ejercida con exclusividad por el estado, las normas procesales que 
regula el proceder de los sujetos procesales y las ciencias que las integran, siendo 
de derecho público, pero no necesariamente de orden público.  
Otro Principio es el de Doble Instancia y Ticona (1998) especifica que permite a los 
participantes del proceso que su pretensión sea revisada por un superior jerárquico 
en caso de no estar de acuerdo a la decisión por el magistrado. Ahora bien,  
referente al Principio de Celeridad Procesal, que a la misma vez esta figura 
desprende el tema central de la presente investigación, se debe empezar indicando 
que se instituyo en el siglo XVIII, en el fuero juzgo de España, donde las leyes 
ejercían la prohibición de los magistrados de prolongar procesos y aquellos jueces 
que incumplían, se les sancionaba disciplinariamente, otorgándoles 
amonestaciones ya que se consideraba que actuaban diferente a las leyes de su 
legislación (Carrión, 2007). 
Con respecto a su etimología, Flores (2014) precisa que el término de celeridad 
deriva del latín “celeritas” que significa rapidez y prontitud, en consecuencia el 
comprende aquella prontitud de justicia en absolver conflictos jurídicos a través de 
un proceso rápido, constituyéndose como garantía. Para Vásquez (2013) la 
celeridad está ligada a cumplir los plazos en sentido estricto de la ley o en un tiempo 
razonable para así promover actos procesales de forma oportuna, además la 
correcta observancia de los plazos dentro de un proceso, lo plantea este principio 
ya que también recusa la demora maliciosa, a la misma vez se complementa con 
la economía procesal. 
Además, menciona Monroy (1996) que en cuestión de tiempo este principio está 
conectado a otras instituciones propias del derecho procesal, como es la figura de 
improrrogabilidad de los plazos, la misma que precisa, la no incorporación de más 
plazos de los ya establecidos en la ley, del mismo modo está relacionado con el 
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principio de impulso de oficio o por iniciativa de parte, en consecuencia, la 
legislación da potestad a la máxima autoridad de sancionar todo tipo de acto que 
pretende alargar el proceso. Pero el contenido de este principio, describe que 
durante el desarrollo del proceso se realice sin dilataciones, siguiendo los plazos 
por ley o en caso contrario a uno razonable, evitando la práctica de actos no 
necesarios, puesto que contrae el retraso o prolongación del trámite (Sachica, 
2008). 
Por ello, Arias (2016) explica que tiene como finalidad la eliminación de trabas en 
el proceso haciendo una tramitación rápida y ágil, para obtener una justicia 
oportuna, sin retrasos, ni traslados no necesarios de escritos presentados por las 
partes procesales, para así el juez absuelva según el petitorio. Por otro lado, se trae 
a colación a Nevisandeh (2016) en su artículo jurídico “Principles of Speed and 
Accuracy in the Civil Proceedings” insinúa que la falta de cumplimiento de su 
finalidad de este principio en los procesos, conduce a la insatisfacción y retrasos 
en la administración de justicia dentro de una sociedad. 
Por otro lado para Larrea (2009) las características que presenta este principio son: 
la agilidad procesal, esta característica se refiere, que en el fomento y actuación  
procesal se debe procurar que sea rápida y ágil, evitando retrasos no justificados 
en la administración de justicia; eficacia jurídica, hace referente al cumplimiento 
cabal de los tiempos establecidos por la norma jurídica, de diversos tipos de 
procesos para evitar dilataciones y sea un trámite normal y oportuno; economía 
procesal, que a la vez se relaciona con el principio de celeridad procesal la cual 
está encaminada a la consecución del principio de economía procesal, la misma 
que significa emplear menos tiempo en el trámite, buscando la simplificación los 
procesos judiciales. 
En cuanto al principio de economía procesal según Devis Echandía (1983) es el 
alcance máximo del resultado posible en emplear el mínimo esfuerzo en los actos 
procesales, así como también de los gastos producidos en un trámite judicial. A la 
vez Couture (1979) agrega que su aplicación abarca simplificar la estructura de la 
disputa, la delimitación de las pruebas, la reducción de los recursos, la economía 
pecuniaria y la existencia de tribunales especiales, es decir que su aplicación 
genera un mínimo de empleo de actividad procesal. 
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El principio de economía procesal se resume en tres aspectos: economía de 
tiempo, gasto y esfuerzo; donde el primero que ejecuta un papel de total 
importancia y envolvimiento en el proceso, esto es ni tan lento que parezca 
inmovilidad, ni tan expeditivo que se renuncie al cumplimiento de formalidades 
indispensables; el segundo aspecto implica la necesidad de que los costos del 
proceso no impidan que las partes hagan efectivos todos sus derechos, tiene que 
ver con los montos que se genera en el transcurso del proceso y el último aspecto, 
conlleva a la supresión de trámites no necesarios al caso concreto, hace que 
disminuya el trabajo del órgano de justicia y simplifique el proceso, dando una 
decisión del conflicto lo más pronto posible (Monroy, 1996). 
En el estudio de Hernández (2018) refiere que esta guía tiene un vínculo especial 
con el de celeridad procesal, porque con la aplicación del primero, se busca la 
celeridad en la solución de los litigios. Así mismo Gozaíni (2017) opina que ambas 
figuras se vinculan, porque la celeridad procesal, obstaculiza acciones no 
necesarias que impidan recabar un pronunciamiento en plazo normal y todo ello es 
connatural al principio de economía procesal, con el que se pretende una rápida 
obtención de justica con ahorro de tiempo, dinero y esfuerzo. 
Por otro lado, se aprecia la figura del plazo razonable, para Pastor (2012) señala 
que es donde el proceso se inicie y finalice con prontitud sin dilaciones en el 
transcurso del proceso, además se entiende por razonable lo que no resulte 
arbitrario, teniendo en cuenta el tiempo como unidad de medida.  Gimeno (2007) a 
su vez lo consolida, como derecho constitucional que involucra a todas las personas 
pertenecientes de cualquier tipo de proceso, Garantizando la protección de la tutela 
jurisdiccional efectiva, puesto que los juzgados de justicia, están en el deber de 
resolver el conflicto jurídico dentro de un lapso razonable, sin generar dilaciones en 
los actos procesales. 
En efecto el plazo razonable en un proceso, se presenta en el buen sentido del 
hecho de que los actos procesales se lleven a cabo dentro del cumplimiento de los 
plazos legales o en todo caso en un tiempo razonable, sin tener una demora 
excesiva del proceso ya que en consecuencia se violenta el derecho a un debido 
proceso (Angulo, 2011). 
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El plazo razonable se halla en el artículo 8.1 de la Convención Americana Sobre 
Derechos Humanos, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos en su 
artículo 10°, en la Declaración Americana de Derechos Humanos en el artículo 25°, 
la Corte Internacional de Derechos Humanos mediante su jurisprudencia constaste, 
presenta criterios a tomar en consideración al momento de valorar el plazo 
razonable, estos son: asunto complejo, la actividad procesal del interesado, la 
conducta de las autoridades judiciales, la afectación generada en la situación 
jurídica del interesado (Manzini, 1951). 
De la misma manera se plasma otro tema que es la función jurisdiccional, y sobre 
ello Guerra-Cerrón (2018) lo conceptualiza como un proceder del derecho positivo 
en casos concretos y hace ver al sujeto de derecho que tiene que someterse a la 
jurisdicción del estado y a la vez les dice a los funcionarios que deben ejercerla. En 
cambio, para Monroy (1996) considera que esta figura es el poder y deber del 
estado con la facultad de solucionar conflictos de intereses de los sujetos de 
derecho, controlar las faltas o delitos, todo ello a través de órganos que se 
encuentran capacitado y especializados en aplicar el derecho en la situación 
concreta. 
El artículo 40 del código procesal civil dice que el enjuiciador es director del proceso 
y responsable de su impulso y conducción, dando la solución de la incertidumbre o 
conflicto judicial, puesto que en caso de que haya vacío en el ordenamiento legal, 
aplicara tanto las reglas generales y procesales, doctrina y jurisprudencia, con la 
ayuda de los auxiliares de justicia (Guerra-cerrón, 2018).  
En el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial indica en el 
artículo 184° que el deber del magistrado que se posiciona como número uno en la 
ley es: resolver con celeridad y con sujeción a las garantías constitucionales del 
debido proceso, sumando también el deber de evitar la lentitud del proceso, 
sancionar Las operaciones dilatorias, así como todos los actos contrarios a la 
lealtad veracidad y buena fe.   
Como se aprecia en el inciso 1 y 3 de Ley Orgánica del Poder Judicial, estipula que 
el deber y facultad del juez y órganos auxiliares, es el cumplimiento del Principio de 
Celeridad y Economía Procesal para que se evidencie un debido proceso, evitando 
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la lentitud del mismo, no vulnerar el derecho de la Tutela Jurisdiccional efectiva del 
sujeto procesal (Guerra-cerrón, 2018). 
En la jurisprudencia peruana hace mención a los Principios de Celeridad y 
Economía Procesal, por ejemplo según la Sentencia del Tribunal Constitucional 
recaída en el expediente N° 04144 del 2011, la sala señala que el juez, está 
obligado resolver una causa en la que se encuentra un individuo privado de su 
libertad tomando en cuenta el grado de celeridad del trámite del proceso, 
resolviéndolo en un plazo razonable, por lo que son censurables los siguientes 
actos: la demora en la tramitación, las indebidas e injustificadas acumulaciones de 
procesos o la realización de alguna diligencia innecesaria. 
De igual modo en la Sentencia del Tribunal Constitucional N°00295 de 2012 en la 
cuidad de Lima, estipulan que no hay una debida aplicación de celeridad procesal 
cuando el juez quien resuelve una causa no lo aplica en el proceso, más aún 
cuando es obligación del juez evaluar las actuaciones u omisiones en los tramites 
de la causa o la suspensión reiteradas de actos procesos, entre otros actos.  
Así mismo, la primera sala de derecho constitucional y social transitoria en la 
casación N° 5734-2013- Tacna, manifiesto que como función del juez es atender 
las demandas con celeridad y sobre todo remediar deficiencias formales que 
incurren las partes sin perjuicio de disponer la subsanación de las mismas en un 
plazo razonable, además de brindar a las partes una respuesta razonada motivada 
coherente con la materia de Litis.  
Y finalmente en la casación laboral N° 9889-2013, con fecha 10 de marzo del 2014, 
la sala se pronuncia respecto a celeridad procesal, señalando que persigue que el 
proceso sea menos formalista, evitando privilegiar recursos, maniobras y 
decisiones dilatorias sobre indiferentes que tropiecen el proceso, todo ello de la 








3.1. Tipo y Diseño de investigación 
El actual estudio, tuvo un enfoque cuantitativo porque permitió recoger, procesar y 
analizar diversos elementos numéricos o cuantitativos sobre variables previamente 
determinadas (Aranzamendi, 2010).  
El diseño utilizado fue no experimental transversal, para Hernández, Fernández y 
Baptista (2014) aclara que se encarga solo de visualizar manifestaciones que se 
dan en el marco natural para ser analizados y las variables independientes ocurren, 
pero es imposible manipularlas. 
En cuanto al tipo de investigación del presente estudio, fue aplicada por que según 
Hernández et al. (2014) el propósito de esta figura es otorgar solución a posturas 
concretas ya reconocibles, y se inicia del entendimiento generado por la 
investigación básica tanto para identificar problemas o definir estrategias de 
solución.  
También fue Descriptivo y según Aranzamendi (2010) este tipo de estudio radica 
en describir partes de los fenómenos fácticos o formales del derecho, donde se 
establece lo formal como entes ideales, cuyo método es mayormente la lógica-
deductiva y en lo factico se funda en observaciones a través de los sentidos 
pertenecientes al mundo real, recurriendo casi siempre a la verificación puntual. 
3.2. Variables, Operacionalización 
Hernández et al. (2014) refiere que la operacionalización de las variables permite 
indicar las actividades que se van a desarrollar para medir una variable, es decir 
una serie de especificaciones para recoger datos de la misma. 
Dentro de la presente investigación se precisó las siguientes variables: Variable 
independiente: El principio de celeridad procesal, donde según Vásquez (2013) 
está ligada a la realización del valor justicia. Pero tal celeridad implica cumplir los 
plazos en el sentido estricto promover actos procesales y realizar actos procesales 
en forma oportuna.  
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En cuanto a la variable dependiente fue: los juzgados civiles del distrito de Sullana 
que para Monroy (1996) La función jurisdiccional es el poder y deber del estado con 
la facultad de solucionar conflictos de intereses de los sujetos de derecho, controlar 
las faltas o delitos, todo ello a través de órganos que se encuentran capacitado y 
especializados en aplicar el derecho en la situación concreta. (Ver anexo N°3 Matriz 
de operacionalización). 
3.3. Población, muestra y muestreo 
En la investigación Hernández et al. (2014) explica es el conjunto de todos los casos 
que concuerdan con una serie de especificaciones deben situarse claramente por 
sus características de contenido, lugar y tiempo.  
De igual modo la población de este estudio fueron 15 abogados civilistas de los 
estudios jurídicos ubicados en el centro del Distrito de Sullana, por ende como 
muestra se trabajó con la totalidad de la población por tratarse de una muestra 
censal y sobre ello Arias (2012) nos dice que es aquella donde todas las unidades 
de investigación son consideradas como muestra, de allí, que la población a 
estudiar se precise como censal por ser simultáneamente universo, población 
y muestra. 
3.4. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad   
Se usó la técnica de la encuesta para recolectar datos y para Aranzamendi (2010) 
es una técnica de investigación que permite tener respuestas sobre el problema u 
objetivos planteados en términos descriptivos que tienen relación con las variables, 
se emplea sobre una determinada muestra que representa de un colectivo amplio, 
utilizando procedimientos estándares de interrogación. 
El instrumento que ayudo a recolectar los datos de la investigación, fue el 
cuestionario, se debe acotar sobre ello que para Hernández et al. (2014) precisa 
que tanto el cuestionario como las preguntas, poseen una forma y un contenido, 
donde la primero está dado por el tipo de preguntas de que se compone el 




La validación de contenido se ha determinado a través de la técnica del juicio de 
experto, fungiendo como tales, la Dra. Jesús María Sandoval Valdiviezo 
especialista en Derecho Constitucional, el Mg. Raúl Orlando Castro Quintero 
especialista en Derecho al consumidor y el Dr. Omar Velasco Palacios especialista 
en Derecho Civil, para la cual se les entrego el documento denominado Constancia 
de Validación que utilizaron para medir la claridad, objetividad, actualidad, 
organización, suficiencia, intencionalidad, consistencia, coherencia y metodología, 
por consiguiente los expertos calificaron el cuestionario y firmaron como muestra 
de conformidad y aprobación (Véase a partir del Anexo 6: constancias de 
validación). 
Tabla 1 






Hernández et al. (2014) explica la confiabilidad de una herramienta de medición se 
refiere al grado en que su aplicación repetida al mismo individuo u objeto produce 
resultados iguales.  
Se determinó que el instrumento aplicado era confiable, ya que se empleó el 
software SPSS versión 25, donde se ingresaron las interrogantes que forman parte 
del cuestionario, y se utilizó a 7 personas como muestra piloto, obteniendo un 
resultado 0,899 de confiabilidad con ayuda de la herramienta de alfa de Cronbach 
(véase tabla en el anexo 5). 
 
 
N° Expertos  Nivel de validez 
1 Dr. Omar Velasco palacios Excelente 
2 Dra. Jesús María Sandoval Valdiviezo Excelente 
3 Mg. Raúl Orlando Castro Quintero Muy bueno 
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3.5. Procedimiento de recolección de datos  
Este trabajo definió primero la población y muestra, para aplicar el cuestionario 
como instrumento, la misma que constó con datos generales que describen la 
trayectoria del encuestado y 16 preguntas, donde fue utilizada la escala Likert.  
Después se validó el instrumento por tres expertos en materia del derecho para 
posteriormente entregarlo a los 15 abogados civilistas de estudios jurídicos 
ubicados en el centro del distrito de Sullana, la cual se les contactó vía correo y 
WhatsApp, por medio de amigos cercanos, fijando la fecha de su posterior entrega, 
culminando así con la recepción de los cuestionarios en la fecha establecida. 
3.6. Método de análisis de datos  
Luego de haber obtenido información a través de los cuestionarios se usó el 
programa estadístico SPSS versión 25 para evaluar la confiabilidad del instrumento 
de medición. Después se tabularon los datos obtenidos del instrumento en el 
programa Excel, la cual se trasladaron al programa SPSS versión 25 empleando el 
análisis estadístico descriptivo, permitiendo procesar los datos y presentar los 
resultados en porcentajes. Luego se agruparon las respuestas según sus objetivos 
utilizando el programa Word para diseñar los gráficos, poder presentar sus 
resultados y discutir sobre ello. 
2.8. Aspectos éticos  
Este proyecto de tesis presento con la descripción de una problemática latente cuya 
finalidad fue demostrar su existencia, para ello se utilizado diversas fuentes para 
sustentarlo, como son libros, revistas científicas, páginas de internet, informes, 
periódicos, los cuales se han citado siguiendo las reglas de las Normas APA sexta 
edición. De igual manera, se ha respetado las ideas de los autores citados, además 
se ha cumplido durante la realización de la investigación en seguir los lineamientos 






IV. RESULTADOS:  
Se obtienen los siguientes resultados relacionados a los objetivos anteriormente 
planteados, en cuanto al objetivo general sobre determinar los factores que influyen 
en la inobservancia de la aplicación efectiva del principio de celeridad procesal en 
los juzgados civiles del distrito de Sullana, periodo 2018-2019, se precisa: 
 
Figura 1. Porcentajes sobre factores que influyen en la inobservancia de la aplicación del 
principio de celeridad. 
Fuente: Aplicación del cuestionario dirigido a los Abogados civilistas 
Interpretación: según la figura 01 se observa en la primera pregunta que el 60% 
compuesto por 8 abogados civilistas, están en desacuerdo porque no existe la 
observancia del principio de celeridad procesal en los Juzgados Civiles del Distrito 
de Sullana, mientras que el 20% compuesto por 3 de ellos están de acuerdo. y el 
20% compuesto por 3 están parcialmente de acuerdo.  
En cuanto a los resultados de la pregunta 2 hasta la pregunta 3 se observa que 
entre un  86,7% consistente en 13 abogados civilistas a 93,3% consistente en 14 
abogados  civilistas, afirman estar de acuerdo los factores que influyen en la 
inobservancia de la aplicación del Principio de Celeridad Procesal son: falta de 
personal o recursos humanos, deficiente organización del despacho judicial, 
insuficiente capacitación de los magistrados, carga procesal, suspensión de actos 
procesales, falta de cumplimiento de los plazos o en uno razonable y falta de 
simplificación de actos procesales, mientras que entre un 6,6% esto es un abogado 
civilista a 26,7% esto es 4 abogados civilistas se encuentran parcialmente de 
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De acuerdo Parcialmente de acuerdo En desacuerdo
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En cuanto al objetivo específico de caracterizar la dinámica funcional en los 
juzgados civiles de Sullana, se obtiene lo siguientes resultados:  
 
Figura 2. Porcentajes sobre Dinámica funcional  
Fuente: Aplicación del cuestionario dirigido a los Abogados civilistas  
Interpretación: en la figura 02 se visualiza que de los 15 abogados civilistas 
encuestados contestaron en la pregunta 6, el 60% equivalente a 9 abogados 
civilistas difieren que los procesos civiles que tramiten los abogados en los juzgados 
civiles presentan y generan elevados costos que afecta a los principios en cuestión, 
mientras tanto el 40% compuesto por 6 de ellos, estuvieron parcialmente de 
acuerdo, en la pregunta 7, el 73,33% equivalente a 11 abogados civilistas 
consideraron que en los juzgados civiles del distrito de Sullana no aplican el 
principio de celeridad procesal en sus procesos, perjudicando a los justiciables que 
invierten tiempo, obligándolos a pagar costos elevados, en tanto el 20% equivalente 
a 3 abogados civilistas, estuvieron parcialmente de acuerdo, mientras que el 6,67% 
equivalente a 1 abogado civilista, estuvo en desacuerdo. 
En la pregunta 10, el 60% representado por 9 abogados civilistas, estuvieron en 
desacuerdo sobre la eficiente actual organización interna de los juzgados civiles de 
Sullana, ya que no facilita el avance de los procesos ni la observancia del principio 
de celeridad procesal, en tanto el 20% representado por 3 de ellos, estuvieron 
parcialmente de acuerdo, así como el 20% representado por 3 de los mismos, 
estuvieron en desacuerdo. En la pregunta 11 el 93,3% equivalente a 14 abogados 















Pregunta 6 Pregunta 7 Pregunta 10 Pregunta 11 Pregunta 12
De acuerdo Parcialmente de acuerdo En desacuerdo
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sus operadores a fin de tener mayores conocimientos para resolver con prontitud 
las causas, en tanto el 6,67% equivalente a 1 abogado civilista estuvo parcialmente 
de acuerdo con ello. En la pregunta 12 se observa que el 60%, esto es 9 abogados 
civilistas estuvieron desacuerdo que la conducta de los jueces de la entidad 
mencionada no es apropiada, porque no cumplen con los plazos establecidos y 
suspenden más de una vez de los actos procesales, mientras que el 40% de ellos, 
equivalente a 6 abogados civilistas difieren parcialmente de ello. 
También con respecto al objetivo específico de analizar doctrinaria y 
jurisprudencialmente el contenido de los principios de celeridad procesal y 
economía procesal, se describe lo siguiente: 
 
Figura 3: Porcentaje sobre el contenido de los principios de celeridad procesal y economía 
procesal. 
Fuente: Aplicación del cuestionario dirigido a los Abogados civilistas  
Interpretación: según la figura 04 se visualiza en la pregunta 14, que la totalidad de 
los abogados civilistas afirman estar de acuerdo que el contenido doctrinal y 
jurisprudencial se basa en el cumplimiento de los plazos procesales o en uno 
razonable para agilizar el proceso y obtener una justicia oportuna garantizando un 
debido proceso. Respecto a la pregunta 15, el 100% equivalente a 15 abogados 
civilistas, estuvieron de acuerdo en que el contenido doctrinal y jurisprudencial del 
principio de economia procesal es el que genera ahorro en tiempo, gasto y esfuerzo 
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Finalmente, con el objetivo de valorar a la carga procesal y suspensión de actos 
procesales como factores que más influyen en la inobservancia de la aplicación 
efectiva de los principios de celeridad procesal y de economía procesal, se presenta 
lo siguiente:  
 
Figura 4. Porcentaje de la valoración de la carga procesal y suspensiones de actos 
procesales como factores más influyentes  
Fuente:  Aplicación del cuestionario dirigido a los Abogados civilistas. 
Interpretación: según la figura 4 se observa que en la pregunta 5, el 80% 
conformado por 12 abogados estuvieron de acuerdo que existe demora para 
calificar demandas, solicitudes cautelares, escritos en los juzgados civiles del 
distrito de Sullana, haciendo que un proceso dure más de 2 años en ser resueltos, 
mientras que el 20% equivalente a 3 abogados, están en desacuerdo. En la 
pregunta 8, el 73,33% esto es 11 abogados civilistas consideraron que en los 
juzgados civiles del distrito de Sullana no aplican el principio de celeridad procesal 
en sus procesos, perjudicando a los justiciables que invierten tiempo, obligándolos 
a pagar costos elevados, en tanto el 20% esto es 3 de ellos estuvieron parcialmente 
de acuerdo, mientras que el 6,67% esto es 1 abogado civilista estuvo en 
desacuerdo. 
En cuanto a la pregunta 13, el 93,3% representado por 14 abogados civilistas 
estuvieron de acuerdo, que la función primordial del juez es resolver con celeridad 
los conflictos jurídicos y con sujeción de las garantías constitucionales del debido 
proceso para así evitar la lentitud del proceso tal como lo indica el artículo 184° de 
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manifestaron estar parcialmente de acuerdo. En los resultados de la pegunta 16, el 
80% esto es 12 abogados civilistas, se encuentran de acuerdo que la carga 
procesal y la suspensión de actos procesales son los factores más influyentes que 
no permiten que los procesos se resuelvan de manera oportuna, mientras que el 
20% esto es 3 de ellos, estuvieron parcialmente de acuerdo.  
En ese sentido, se acepta la hipótesis positivamente, puesto que, si se determina 
a la carga procesal y la suspensión de actos procesales como los factores más 
influyentes, entonces se contribuirá a que se incremente la celeridad de los 
procesos, resolviéndose dentro de un plazo razonable, en observancia del principio 


















Luego de evidenciar los resultados que se obtuvieron después de su procesamiento 
es dable discutir aquellos que son relevantes, tomando en cuenta mis objetivos 
trazados y el origen del problema que me llevo a ello. Es importante mencionar que 
el objetivo principal y necesario, es determinar los factores que influyen en la 
inobservancia de la aplicación del principio de celeridad procesal en los juzgados 
civiles del distrito de Sullana en el periodo 2018-2019, para ello se encuestaron 
abogados civilistas que tienen contacto directo con los casos prácticos y con la 
entidad, siendo ellos la principal fuente de información, los mismos que mostraron 
su total acuerdo, en afirmar que los despachos civiles del distrito de Sullana, existe 
inobservancia de  celeridad procesal en los casos. 
Es decir, de los resultados obtenidos de la encuesta aplicada en esta investigación 
el 60 % equivalente a 9 abogados civilistas , afirman que durante la tramitación de 
los procesos en los órganos judiciales del distrito de Sullana no aplican este 
principio, el mismo que la norma regula de manera concreta en el título preliminar 
del código procesal civil, en su artículo v, párrafo último, describe en palabras 
claves que se debe dar la total diligencia necesaria para evitar la lentitud de los 
proceso, razón que los jueces y personal auxiliar deben poner en práctica tomando 
los lineamientos viables con el propósito de resolver aprisa los conflictos jurídicos 
de los justiciables, en caso contrario no tendría validez dicho artículo para esta 
entidad. A demás, se afirma que existe esta inobservancia en las entidades 
mencionadas, debido a la presencia de factores motivantes que reflejan un retraso 
casi abismal de los procesos judiciales, para este estudio se tomó en cuenta el 
antecedente “El retraso de los procesos civiles genera perjuicio a los justiciables en 
el juzgado de Aucayacu-2016”. Contaver (2018) que empleo su instrumento de 
recolección de datos, para especificar que los factores que origina el retraso de los 
procesos civiles son: la falta de cumplimiento de los plazos legales, la carga 
procesal que hace que los juzgados no se abastecen lo suficiente, generando 
daños y perjuicios a los justiciables.  
Si bien es cierto la carga procesal es un factor resaltante que retarda los procesos 
limitando la aplicación de celeridad procesal, sin embargo estos resultados se 
confronta con los ya obtenidos en esta investigación, evidenciando que existen más 
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factores de los ya mencionados por el investigador peruano, al señalar que el 93% 
de los abogados civilistas encuestados manifestaron estar de acuerdo, que los 
factores que influyen en la inobservancia de la aplicación del principio de celeridad 
procesal en ambos juzgados civiles del distrito de Sullana son : la falta de personal 
o recursos humanos, deficiente organización del despacho judicial, insuficiente 
capacitación de los magistrados, suspensión de actos procesales, y falta de 
simplificación de actos procesales. 
En ese sentido las dos investigaciones establecen que los factores nombrados son 
un problema que perjudica a los usuarios quienes buscan una rapidez de solución 
de litigio, sin afectar el debido proceso y tutela jurisdicción efectiva. Por otro lado, 
en el marco teórico se menciona a Monroy (1996) que establece que la función 
jurisdiccional es el poder y deber del estado con la facultad de solucionar conflictos 
de intereses de los sujetos de derecho, controlar las faltas o delitos, todo ello a 
través de órganos que se encuentran capacitados y especializados en aplicar el 
derecho en la situación concreta. En base a ello como un objetivo secundario se 
planteó caracterizar la dinámica funcional de los juzgados civiles del distrito de 
Sullana, para dicho estudio se tomó en el ámbito internacional el antecedente “El 
juzgamiento de familia, mujer, niñez y adolescencia y las audiencias fallidas ante 
los principios de celeridad y economía procesal” (Albán, 2015). 
El investigador aplico la encuesta, para recolectar información con ayuda del 
cuestionario como instrumento, determinó que los funcionarios no aplican el 
principio de celeridad en sus respectivos juzgados, puesto que incumplen con lo 
dispuesto en su carta magna, omitiendo sancionar a las personas que realizan las 
audiencias fallidas dilatando el proceso, de esta manera tiene correspondencia con 
lo obtenido en la presente investigación, que refiere que el 73,33% equivalente a 
11 abogados civilistas, están de acuerdo que los jueces, en este caso de los 
juzgados civiles del distrito de Sullana no aplican el principio de celeridad procesal, 
perjudicando a los justiciables que invierten tiempo, obligándolos a pagar costos 
elevados, en tanto el 20% equivalente a 4 de ellos, estuvieron parcialmente de 




Así mismo, el antecedente nacional, Arias (2016) en su trabajo “La inobservancia 
de los plazos legales y del principio de celeridad procesal en los procesos judiciales 
tramitados en los juzgados mixtos del distrito de puno, en los años 2014-2015”, 
refiere que los jueces y secretarios de los Juzgados Mixtos de Puno, no expiden las 
resoluciones judiciales a su cargo en el plazo legalmente establecido, lo que 
determina que son ineficientes en el cumplimiento de su deber puesto que no 
aplican el principio de celeridad. Los referidos datos que tiene concordancia con lo 
obtenido en esta investigación, al establecer que el 60% de los encuestados, esto 
es 9 abogados civilistas estuvieron desacuerdo que la conducta de los jueces de la 
entidad mencionada no es apropiada, porque no cumplen con los plazos 
establecidos y suspenden más de una vez de los actos procesales, mientras que el 
40% de ellos, equivalente a 6 abogados civilistas difieren parcialmente de ello. 
En ambas investigaciones se resalta la conducta del juez que debe cumplir según 
lo establecido en la ley orgánica del poder judicial establecido en el artículo 184, 
inciso 1, describe que la función del juez es efectuar con celeridad los procesos y 
sancionar cada acto que contravenga ese fin, en consecuencia, los órganos de 
justicia deben caracterizar tal fin durante las gestiones procesales y por lo visto en 
la entidad mencionada no se refleja dichas acciones.  
Por último, como otro objetivo específico se entorna en valorar si la carga procesal 
y la suspensión de actos plazos son los más influyentes en la inobservancia de 
aplicación de celeridad procesal y economía procesal en el distrito de Sullana, para 
ello se debe traer a colación al autor Larrea (2009) con el fin de precisar la 
característica de esta figura, a lo que expresa que este principio abarca el 
cumplimiento cabal de los tiempos establecidos por la norma jurídica, sin dilatación 
o demora del proceso, sin embargo no se puede cubrir lo dispuesto por el autor, ya 
que esta característica es incumplida debido a dos factores presentes en la actual 
realidad procesal, además debe preguntar si son los más resaltantes, que de 
alguna forma impiden con la pronta solución de un litigio.  
Para ese estudio se tomó como fundamento la resolución administrativa N°12 del 
año 2018 expedida por la corte superior de justicia de Sullana, con lo cual se 
registraron en el primer y segundo juzgados civiles un promedio de 1,246 
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expedientes, a ello considerando que la carga máxima para un juzgado civil es de 
680 expedientes anuales, estadística que evidencia grandes volúmenes de casos 
que en el año 2019 asciende hasta 1,316  expedientes, en resumen se observa que 
la carga procesal en los órganos jurisdiccionales, se acumula debido a las 
constantes demandas que ingresan a diario a las instancias civiles del distrito de 
Sullana. Por esa razón la administración de justicia Sullana no celera 
procesalmente los expedientes en el tiempo establecido por ley o en uno razonable 
así mismo ocurre con la conducta del juez en suspender más de una vez actos 
procesales, hecho confirmado por los propios defensores, alegando que en la 
mayoría de los casos se reprograman audiencias u otras diligencias provocando 
que se alargue el proceso, durando más de lo necesario y por culpa de ello se no 
se procura la mayor economía procesal. 
En base a lo visto se respalda y comprueba por lo obtenido gracias a la aplicación 
del cuestionario donde se afirma que, de los 15 abogados, el 80% de los 
encuestados, representando a 12 abogados civilistas se encuentran de acuerdo 
que la carga procesal y la suspensión de actos procesales son los factores más 
influyentes que no permiten que los procesos se resuelvan de manera oportuna, 
mientras que el 20% representando 3 abogados civilistas se encuentran 
parcialmente de acuerdo. En ese sentido se puede probar la hipótesis; si se 
disminuye la carga procesal y los operadores del derecho no suspenden actos 
procesales, entonces se contribuye a incrementar la celeridad de los procesos, 
obteniendo la absolución del conflicto dentro de un plazo razonable, en observancia 
también de la aplicación del principio de economía procesal en los juzgados civiles 









VI. CONCLUSIONES  
-En los Juzgados Civiles del Distrito de Sullana no aplican el Principio de Celeridad 
Procesal regulado en el título preliminar del Código Procesal Civil en su artículo v 
en el cuarto párrafo, evidenciando una administración lenta debido a la falta de 
personal capacitado, una deficiente organización de despacho judicial, la falta de 
capacitación jurídica de los magistrados, la excesiva carga procesal, la conducta 
del juez en suspender actos procesales y no cumplir con los plazos legales, factores 
que son limitantes para la agilización de los casos tramitos en la misma entidad. 
-La Dinámica Funcional de los Juzgados Civiles del Distrito de Sullana no es 
eficiente puesto que el 60% representado por 9 abogados civilistas encuestados, 
señalan que no cuenta con suficiente personal capacitado que puedan abastecer 
con las demandas que se ingresan a diario, siendo así que la organización del 
despacho judicial es inadecuada ya que no facilita la celeridad de los casos, dando 
como consecuencias la insatisfacción e inseguridad jurídica de los usuarios.  
-El contenido doctrinal y jurisprudencial de los Principios de Celeridad Procesal y 
Economía Procesal es que el primero se basa en el cumplimiento de los plazos 
legales o en un plazo razonable para agilizar la tramitación de los actos procesales 
consiguiendo una justicia pronta y a la vez garantizando un debido proceso, en 
cuanto al segundo principio genera el ahorro en tiempo, gasto y esfuerzo en los 
casos judiciales obteniendo la absolución del conflicto de manera rápida. 
-De los resultados obtenidos mediante la aplicación del instrumento se valoró que 
la carga procesal y la suspensión de actos procesales son los principales factores 
que se presentan en los despachos Civiles del Distrito de Sullana generando un 
aumento de la carga laboral y evidenciando la negligencia de los magistrados en 







VII. RECOMENDACIONES   
Después de llegar a las conclusiones establecidas en el presente trabajo de 
investigación se tiene las siguientes recomendaciones: 
-Se recomienda al Poder Judicial de la provincia de Sullana que debe preocupar en 
contratar más personal administrativo calificado con mejores conocimientos o 
manejo de las instituciones procesales que permita reducir la carga procesal que 
actualmente cuentan ya que es determinada como factor principal en la presente 
investigación. 
-Se recomienda a los Juzgados Civiles del Distrito de Sullana que deben emplear 
estrategias integrales que permitan cubrir las áreas críticas de su administración de 
justicia, como es el caso del ingreso demasiado de causas, siendo que algunas de 
ellas no son de mayor gravedad, pudiéndose resolver en actos conciliatorios a fin 
de disminuir la carga laboral y garantizando el principio de celeridad procesal. 
- Se recomienda que los magistrados de las entidades Civiles del Distrito de Sullana 
cumplan con lo establecido en el artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
en agilizar la actividad procesal y sancionar la conducta maliciosa de los abogados 
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Para Vásquez (2013) La celeridad 
procesal está muy ligada a la 
realización del valor justicia. Pero 
tal celeridad implica cumplir los 
plazos en el sentido estricto de 
promover y realizar actos 
procesales en forma oportuna. 
Celeridad procesal, 
busca un proceso ágil, 
rápido y formalista e 
imprescindible, con 
plazos breves o 
razonables que logre la 
solución oportuna de los 
conflictos judiciales, con 





















Cuestionario  -Principio de economía 
procesal  
- La Duración de los 
procesos 








Para Monroy (1996) La función 
jurisdiccional es el poder y deber 
del estado con la facultad de 
solucionar conflictos de intereses 
de los sujetos de derecho, controlar 
las faltas o delitos, todo ello a 
través de órganos que se 
encuentran capacitado y 
especializados en aplicar el 
derecho en la situación concreta. 
Los tribunales de justicia 
tiene la obligación como 
función aplicar los 
principios procesal en 
especial el de celeridad 
para pronta solución 
rápida de los conflictos y 
no se genere factores 






-El nivel de 
organización interno 
de los juzgados 
civiles, 
-Cumplimiento de 













ANEXO 3: Encuesta dirigida a abogados civilistas de los estudios jurídicos 
ubicados en el centro del distrito de Sullana.   
La aplicación del principio de celeridad procesal en los juzgados civiles del 
distrito de Sullana, periodo 2018-2019. 
OBJETIVO: Analizar las opiniones de abogados que ejercen en materia civil con 
respecto a los factores que influyen en la inobservancia de la aplicación del principio 
de celeridad en los juzgados civiles del distrito de Sullana.  
CONSIGNA: El cuestionario aspira a determinar la procedencia de los factores que 
influyen en la inobservancia de la aplicación del principio de celeridad en los 
juzgados civiles del distrito de Sullana, en consecuencia su opinión sincera será de 
gran utilidad para desarrollar los demás objetivos específicos de la presente 
investigación.  
Datos Generales del abogado encuestado:   
Años de colegiado _____     
Centro de labores: _____________________________________________ 
Edad: _____ 
Genero: ___________ 
Instrucciones: Contesta las siguientes preguntas marcando con un (X): 
1. ¿Considera usted que existe observancia del principio de celeridad procesal 
durante la tramitación de procesos judiciales en los Juzgados civiles del distrito 
de Sullana?  
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
2. ¿Considera que los factores que influyen en la inobservancia de la aplicación del 
principio de celeridad procesal en los juzgados civiles del distrito de Sullana son: 
falta de personal o recursos humanos, deficiente organización del despacho 
judicial, insuficiente capacitación de los magistrados, carga procesal y 
suspensión de actos procesales? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 





3. ¿Está usted de acuerdo que los actos procesales de los expedientes judiciales 
civiles que se encuentran bajo su tutela no son practicados dentro del límite del 
plazo dispuesto por ley?  
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
4. ¿Está usted de acuerdo que la inobservancia del principio de celeridad en los 
expedientes tramitados en los juzgados civiles del distrito de Sullana se debe a 
la falta de incumplimiento de los plazos o en uno razonable?  
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
5. Está de acuerdo usted que en los juzgados civil del distrito de Sullana existe 
demora en la calificación de demandas, solicitudes cautelares y en proveer 
escritos, haciendo que un proceso civil dure más de 2 años en ser resueltos? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
6. ¿Está de acuerdo que los procesos civiles que tramiten los abogados en los 
juzgados civiles del distrito de Sullana presentan y generan elevados costos que 
afecta a los principios de celeridad y economía procesal? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
7. ¿considera usted que los despachos judiciales del distrito de Sullana al no aplicar 
la celeridad de los procesos perjudica a los justiciables que invierten tiempo 
obligándoles a pagar costos elevados? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
8. ¿considera usted que los expedientes judiciales que se encuentran bajo su poder 
presentan actos innecesarios de la tramitación que se sigue para cada proceso 
civil, generando el retraso de los procesos? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
 
 
9. ¿considera usted que los procesos que se tramiten en los juzgados civiles del 
distrito de Sullana no existe una simplificación de los actos procesales teniendo 
en cuenta que se puede ahorrar tiempo y dinero? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
10. ¿considera usted que es eficiente la actual organización o estructura interna de 
los juzgados civiles del distrito de Sullana, facilitando el avance de los procesos 
y por ende la observancia del principio de celeridad procesal? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
11. considera usted que el juzgado civil del distrito de Sullana debe brindar mayor 
capacitación de los operadores jurisdiccionales, a fin de tener mayores 
conocimientos y destreza en el manejo de las instituciones procesales, para 
resolver con prontitud las causas? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
12. ¿Está usted de acuerdo que es función primordial  del juez resolver los conflictos 
jurídicos con celeridad y con sujeción a las garantías constitucionales del debido 
proceso para evitar la lentitud del proceso tal como lo indica el artículo 184° la 
ley orgánica del poder judicial? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
13. ¿Considera usted que la conducta procesal de los jueces civiles del distrito de 
Sullana es adecuada porque cumplen totalmente con los plazos establecidos 
para cada acto procesal y no suspenden más de una vez la realización de los 
mismos? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
14. ¿Considera usted que la carga procesal que tiene actualmente los juzgados 
civiles del distrito de Sullana y la suspensión de actos procesales 
(reprogramaciones de audiencias, proveimientos de escritos,) son los factores 
más influyentes que no permiten que los procesos civiles se tramitan con 
agilidad y se resuelvan de manera oportuna? 
 
 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
15.- ¿Está usted de acuerdo que el contenido doctrinal y jurisprudencial del principio 
de celeridad se basa en el cumplimiento de los plazos procesales o en uno 
razonable, agilizando la tramitación y conseguir una justicia oportuna 
garantizando un debido proceso? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 
 En desacuerdo 
16.- ¿Está usted de acuerdo que el contenido doctrinal y jurisprudencial del principio 
de economía procesal es que genera el ahorro en tiempo, gasto y esfuerzo en 
los procesos para resolver los conflictos de forma rápida? 
 De acuerdo 
 Parcialmente de acuerdo 



















ANEXO 4: Tabla de confiabilidad del cuestionario dirigido a los abogados civilistas 
de los estudios jurídico del centro de distrito de Sullana. 
 
Tabla 3 
Índice de confiabilidad Alfa de Cronbach 
Estadísticas de fiabilidad 




N de elementos 
,899 ,910 16 
















ANEXO 5. Constancia de validación del cuestionario dirigido a los abogados 














ANEXO 7. Constancia de validación por el experto, Master Raúl Orlando Castro 
Quintero 
 
 
